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Resol. Serie “A” N° 71
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los diecisiete días del mes de septiembre de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Gustavo Adolfo Herrera y, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 778/783 vta. del Expte. Nº 19.032  – Año: 2018 – Autos: “Simón César Milton c/ Municipalidad de la Capital de Santiago del Estero s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar y en segundo y tercer lugar, los Dres. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y Gustavo Adolfo Herrera, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo:



Y Vistos:

     

Para resolver el recurso de casación deducido por la parte demandada a fs. 788/791 de autos.



Y Considerando: 



I) Que la recurrente impugna la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 22/03/18 (fs. 778/783 vta.), que resolvió: “Iº)  Hacer lugar parcialmente al recurso incoado por la demandada y en su mérito revocar parcialmente la sentencia de primera instancia, modificando el monto por Rubro Daño Moral fijándolo en la suma de PESOS DOSCIENTOS MIL ($200.000). IIº) Confirmar, en lo demás, la sentencia venida en apelación. IIIº) Imponer las costas en esta instancia, al demandado”. Que a su turno la sentencia dictada por el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de  2da Nominación, con fecha 21/12/15 resolvió: “I) ADMITIR la demanda por daños y perjuicios incoada por el Sr. César Milton Simón contra Municipalidad de la Ciudad de Santiago Del Estero por la suma de pesos cuatrocientos Diecisiete Mil Novecientos Cuarenta y Seis con setenta y siete  centavos ($417.946,77), con más los intereses liquidados según el considerando V)  desde la fecha del hecho hasta su efectivo pago dentro de los 10 días de consentida y ejecutoriada que fuere la presente II) Costas a cargo del demandado conforme considerando VI)”.----------------------


II) Que para resolver de ese modo, la Cámara previamente reseñó los antecedentes fácticos, los agravios del apelante (a- que la sentencia en crisis es nula por haber sido dictada por un órgano incompetente y b- el monto fijado como daño moral es exorbitante), y advirtió que todo lo que atañe a los requisitos esenciales de la responsabilidad civil ocurridos antes del 1° de Agosto de 2015, incluso para los expedientes judiciales en trámite, se rige por el Código Civil derogado, pues su reenvío al Código Civil resulta del propio mandato del art. 7 del Código Civil y Comercial, encuadrando el caso en estudio en la responsabilidad del Estado - Administrador o responsabilidad por la actuación u omisión del Poder Ejecutivo Municipal, subsumiéndose los obrados bajo la esfera de lo reglado en art. 1112 del Código Civil y detalla los presupuestos de responsabilidad -factor de atribución, imputabilidad, antijuricidad, relación causal y daño-.-----------------------------------------------------


Señaló respecto al primer agravio que el recurrente intentó vanamente argumentar que se estaba tratando una cuestión de materia administrativa, cuando en el sub lite era claro que se estaba ventilando los daños y perjuicios originados en un acto ilegítimo de la administración, rechazando el mismo.-----------------------


En cuanto al daño moral planteado como segundo agravio indicó que la condena indemnizatoria ha de depender de la suficiente alegación que del perjuicio formule el reclamante, como de la prueba que lo corrobore, sumado a ello la prudente valoración judicial fundada en las particulares circunstancias de la controversia y en la sana crítica, y que sin mengua del prudente arbitrio judicial, se ha supeditado el monto del daño, quantum debateur, ya sea moral o material, a la demostración que sobre la magnitud del mismo efectúe quien lo demanda y en tal caso, a la prueba en contrario de la demandada. Considerando que la especial situación personal en que se hallaba el sujeto debido a la difusión pública del hecho y el posible descrédito que la decisión administrativa, posteriormente dejada sin efecto por nuestro cimero Tribunal, razonablemente produjo al actor  un detrimento o lesión en los sentimientos más íntimos, los cuales comportan pautas útiles que eventualmente conducirán a determinar el daño moral, a su criterio, huérfano de datos objetivos que le permitan evaluarlo en la suma pretendida, reduciendo el monto fijado en instancia de grado.------------------------


III) Que la recurrente en su libelo agraviativo a fs. 788/791 de autos, presentado por Dr. Martín Ramos, fiscal municipal, indicó como causa o motivos en la que se ampara la pretensión impugnativa la falsa y errónea aplicación de la ley y la doctrina legal. Y solicitó la nulidad de la sentencia por falta de competencia del órgano jurisdiccional. Con expresa imposición de costas al actor.-


Señaló que el reclamo de autos parte de la calidad de agente de la administración pública municipal del actor y de la cuestionada legalidad de un acto administrativo que lo privó de sus haberes temporariamente. Advirtiendo que dicho reclamo debió cursar la vía del recurso contencioso de plena jurisdicción (artículo 11, Ley Provincial 2297).------------------------------------------


Consideró un  yerro de la Cámara el afirmar que la litis corresponde resolverse bajo la lupa del artículo 1112, CC, resultando este caso, uno más de responsabilidad del Estado por daños causados a terceros (fs. 780/781), y citar en apoyo un fallo del Superior Tribunal de Justicia, “Curi Hnos S.A c/ IPVU - Casación Civil” del 23/02/2011, a su criterio, absolutamente disímil al sub lite.------------ 

Remarcando que a ese marco legal dado por los anteriores magistrados, el artículo 11 de la Ley 2297, reiteradamente citado sin éxito por su parte, resulta demoledor sobre la calificación de la pretensión del actor -resarcimiento civil-, y con ello, por añadidura, inexorable sobre la competencia administrativa del tribunal que debe entender en el caso.------------------------------ 

Indica que estando excluida toda discusión sobre la naturaleza del contrato entre el actor y su representada -relación de empleo público-, va de suyo que toda derivación de la misma no solo cabe resolverse  mediante aplicación de norma administrativa -no derecho privado- sino que, con la intervención de Tribunales administrativos competentes.-----------------------------------------------


IV) Que a fs. 812/813 de autos obra dictamen de la Sra. Fiscal Coordinadora de la Unidad Fiscal de Recursos, quien entiende que no debe hacerse lugar al recurso incoado y en consecuencia confirmar la sentencia de la Excma. Cámara.------------------------------------------

Advierte que el reclamo formulado por el actor se centra en daños y perjuicios, incluido daño moral, derivado de un acto administrativo, decreto municipal, -que fue dejado sin efecto judicialmente-, considerando que se encuentra en discusión normas del derecho civil  atento a la acción resarcitoria interpuesta.------------------------


Señaló que la doctrina civilista sostiene que el derecho de daños es uno solo y que no existe razón jurídica para excluir la responsabilidad del Estado ni de sus  funcionarios, que la Dra. Kemelmajer de Carlucci defendió dicha posición que propende la satisfacción del principio de igualdad ante la ley al considerar que no hay motivo alguno para aplicar un diferente régimen de responsabilidad según que el causante del daño sea el Estado o un particular.------------------------------------------------


V) Que pasando al tratamiento del recurso puesto a decisión, corresponde en primer término verificar el cumplimiento de los requisitos de carácter formal exigidos por nuestro ordenamiento procesal respecto a su admisibilidad. De las constancias de autos, surge que el mismo se ha deducido en contra de una sentencia definitiva, dentro del plazo legal –conforme constancias de fs. 791 y  fs. 784 de autos- (art. 297 del C.P.C. y C.) y  que respecto al pago del depósito establecido, la accionada -Fisco Municipal- se encuentra exento del pago del mismo conforme lo normando por el artículo 300, segundo párrafo del C.P.C.C.-----------------------------------------------      

VI) Que superada la arista formal del recurso, y adentrándonos al tratamiento de la queja del casacionista, la competencia en razón de la materia, cabe tener en cuenta lo sostenido por este STJ al expresar: “Al ser la competencia en razón de la materia establecida por la Carta Magna Provincial, la misma es de Orden Público e improrrogable”- OBS. DEL SUMARIO: S.T.J., SENT. DEL 02-08-05, EN AUTOS: "CARGILL S.A.C.I. C/ CONSEJO PROVINCIAL DE VIALIDAD S/ COBRO DE PESOS. CASACIÓN"...” A efectos de determinar la competencia contencioso administrativa, se reconocen dos criterios: a) Por su naturaleza: cuando el caso ocurrente reúne los caracteres que la ley señala como pautas determinantes sobre la materia, objeto o contenido del proceso administrativo; b) Por determinación excepcional de la ley: en casos que si bien pueden o no concurrir pautas y criterios teóricos de determinación que prevé la doctrina, la legislación y la jurisprudencia; por motivos prácticos, señalados por la costumbre administrativa, o de interés público en otras oportunidades, se fijan excepciones, por ejemplo del proceso expropiatorio. En nuestro ordenamiento provincial, la materia procesal administrativa fue caracterizada con referencia a la impugnación de actos administrativos emitidos por la Administración Pública, por lo tanto, se define por su naturaleza -establecida en el artículo 1º de la Ley Nº 2.297-. OBS. DEL SUMARIO: DROMI, ROBERTO; “PROCESO ADMINISTRATIVO PROVINCIAL"; PÁG. 16.- STJ. Autos “CORNEJO LUIS FERNANDO Y OTRO c/ MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE SANTIAGO DEL ESTERO s/ DAÑOS PERJUICIOS - CASACION CIVIL” del 09/06/2010.-------------------------------------


Que en el sub examine se observa: a)- El decreto Nº 52-G-70 del 02/03/1970 mediante el cual el Sr. Simón ingresa a prestar servicios en la Municipalidad de la Capital de Santiago del Estero, b)- a fs. 15/17 el Nº 223 “G” 26/05/1993 por el cual el Ejecutivo Municipal lo deja cesante por incurrir en 13 faltas injustificadas y dispone las investigaciones administrativas correspondientes, c)-Que el actor inicia un recurso de amparo ante la Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación, d)- fs. 10/12 la resolución serie “B” Nº 125 del 30/06/2000 del STJ haciendo lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y resolviendo: ...disponer la reincorporación de Sr. César Milton Simón al cargo que detentaba en la Municipalidad al momento de la separación, e)- a fs. 14 Decreto Nº 44 “S”  del 28/08/2000 dictado por el intendente de la ciudad capital, reincorporando al Sr. Simón a su cargo, completado con  el decreto Serie “E” Nº 534 del 11/10/2000 (fs. 13), f)- que conforme a la demanda (fs. 54/57 vta.), se persigue el resarcimiento integral  de los daños emergentes -salarios y seguro perdido- y del daño moral ocasionados con fundamento en un acto administrativo -decreto- arbitrario e ilegal, que dispuso la cesantía del actor.-----------------------------------------------------


Surgiendo de los presentes autos que el actor pretende su resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por un acto administrativo emanado de la Municipalidad de la ciudad de Santiago del Estero, el que a su entender es ilegítimo; y por otro costado, los daños reclamados también tienen su basamento en el supuesto incumplimiento por parte de los accionados de las obligaciones emergentes de un contrato emimentemente administrativo.--------------------------------------------


Así pues, cabe tener en cuenta que el derecho administrativo tiene un carácter estatutario, de base subjetiva, porque se dirige a la regulación de las similares especies de sujetos que se agrupan bajo el nombre de Administraciones Públicas, sustrayendo a esos sujetos singulares del Derecho Común. (Cfr. García de Enterría y T. R. Fernández “Curso de Derecho Administrativo”, T. I. 6º Edición, Madrid 1993, pág. 39); Esto quiere decir, en palabras de los autores citados, que "...el derecho administrativo es un microcosmos jurídico, que tiende a cubrir todas las posibles zonas en que se mueven las Administraciones Públicas,... todas las instituciones y técnicas propias de los derechos comunes sufren, cuando inciden sobre sujetos administrativos, un proceso de modificación o de modulación para adaptarse a las especiales características de estos sujetos, dando así lugar al contrato administrativo, la responsabilidad administrativa, etc., el derecho Administrativo resulta ser, de este modo, el Derecho común de las Administraciones Públicas" (cfr. ob. cit. p. 40; y S.T.J., sent. del 27-09-00, en autos: "Jiménez Maranzano Empresa Constructora c/ Administración Provincial de Recursos Hídricos s/ Cobro de Australes - Enriquecimiento sin causa  Casación").---------


Acorde a  lo expresado, la pretensión deducida es de naturaleza administrativa, y, por lo tanto, regida por normas de esa rama del derecho, resultando extraña a la competencia civil, toda vez que ello constituye el objeto del recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción en los términos de lo normado por los artículos 11º y 67º de la Ley Nº 2.297 y de competencia de este Tribunal en instancia única y en juicio pleno, en mérito a lo dispuesto por los artículos 1º y 18º de la Ley Nº 2.297 y cláusula transitoria IX de la Constitución de la Provincia.-------------------------------------------------


VII) Que de conformidad al criterio del Máximo Tribunal de la Nación,(en autos: “Cornejo Luis Fernando y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Santiago del Estero s/ Daños y Perjuicios  Recurso Extraordinario” del 31/07/2015), en aras de resguardar la garantía constitucional de la defensa en juicio, no debe soslayarse, que el actor promovió una demanda en sede civil, conformando la misma acorde a los requisitos procesales establecidos para la tramitación de las causas en dicho fuero, en tanto la ley de Procedimiento Administrativo -Ley N° 2.297-, posee notas especiales, en cuanto a los requisitos que debe contemplar el formato de la pretensión, contenidas en especial en los arts. 10, 22 y 23 de dicho ordenamiento legal, razón por la cual y en orden a lo resuelto por el Cimero Tribunal de la Nación, corresponde fijar el plazo de diez días, para que la parte actora reformule la demanda conforme a los parámetros legales antes descriptos. Por otro costado, se deberá radicar la presente causa ante la Sala pertinente de competencia originaria de este Excmo Superior Tribunal de Justicia, debiéndose por Secretaría tomar los recaudos a tales efectos. En razón de lo dicho cabe sin más la aplicación de idénticos conceptos en el caso de marras.------------------


Por lo expuesto, normas legales citadas, jurisprudencia reseñada y oída la Sra. Fiscal Coordinadora de la Unidad Fiscal de Recursos, fs. 812/813 Voto por: I) Ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte demandada, y en consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 22/03/18 (fs. 778/783 vta.). II) En su mérito declarar la incompetencia del fuero en lo Civil y Comercial en la presente causa. III) Establecer la competencia originaria en lo Contencioso Administrativo para su tramitación. IV) En consecuencia, proceda la parte actora a readecuar el escrito de demanda en el plazo y de conformidad a lo establecido en el considerando VII. V) Por Secretaría, proceda a radicar el presente proceso en la Sala de Juicios Plenarios de competencia originaria de este Superior Tribunal.




A estas mismas cuestiones, el Dr. Carlos P.M.A, Lugones Aignasse dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.          



A las mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase – Gustavo Adolfo Herrera - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-    

Santiago del Estero, diecisiete de septiembre del año dos mil diecinueve.




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte demandada, y en consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 22/03/18 (fs. 778/783 vta.). II) En su mérito declarar la incompetencia del fuero en lo Civil y Comercial en la presente causa. III) Establecer la competencia originaria en lo Contencioso Administrativo para su tramitación. IV) En consecuencia, proceda la parte actora a readecuar el escrito de demanda en el plazo y de conformidad a lo establecido en el considerando VII. V) Por Secretaría, proceda a radicar el presente proceso en la Sala de Juicios Plenarios de competencia originaria de este Superior Tribunal  Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase – Gustavo Adolfo Herrera - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-    
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